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Eje  temático: Estado y democracia

Legitimidad política y democracia deliberativa

Resumen: En los últimos años, la cuestión en torno a la legitimidad de las instituciones públicas y los derechos que éstas reclaman sobre los ciudadanos se ha tornado central en la filosofía política. Una de las concepciones normativas que ha enriquecido éste debate es la teoría de democracia deliberativa. El presente trabajo tiene por objetivo reconstruir la respuesta que la teoría de democracia deliberativa brinda a la cuestión sobre legitimidad política, en particular, el problema de la generalidad. Intentaré mostrar que la teoría deliberativa de democracia diseña un procedimiento ideal cuyas condiciones legitiman las instituciones y sus decisiones, siendo una de ellas la participación activa de ciudadanos y funcionarios en un esquema representativo de gobierno. Para esto, reconstruiré el problema de la legitimidad política y los principales presupuestos teóricos del modelo deliberativo de democracia. Un punto sobre el que se centrará especial atención son las exigencias de moralidad pública que la teoría impone a los individuos. 
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1. Legitimidad política 
La pregunta relacionada con la legitimidad política, interroga acerca de las condiciones que debe satisfacer un estado para encontrarse moralmente justificado. Las propuestas teóricas que se han elaborado en torno a esta problemática señalan estándares de moralidad que toda institución estatal debe cumplir para poder reclamar justificadamente derechos sobre los miembros de una comunidad política. Siguiendo a Seleme, podemos distinguir dos preguntas sobre la legitimidad: conceptual y normativa. (Seleme, 2010) La primera, interroga acerca de los límites que tiene el estado al gobernar. La segunda, sobre las condiciones que deben darse para que un estado pueda reclamar derechos sobre los ciudadanos. (Peter, 2010; Seleme, 2010, pp. 75-76) [footnoteRef:1] [1:  Estas distinciones pueden ser estudiadas en (Copp, 1999; Peter, 2010; Seleme, 2010; Vilajosana, 2008)] 

Como respuesta al problema normativo se distinguen: posiciones que justifican a estados que prestan algún beneficio a los ciudadanos; posiciones asociativas; justificaciones fundadas en algún principio de moralidad natural; y posiciones transaccionales. (Seleme, 2010) Entre éstas últimas puede reconocerse una línea que apela a la participación en las decisiones públicas como interacción requerida para justificar las instituciones estatales. Desde esta perspectiva, sólo cuando el ciudadano ha interactuado con las instituciones, y lo ha hecho por medio de los previstos procedimientos democráticos, entonces se encuentra justificado que sus derechos y deberes sean modificados por las instituciones. 
En esta línea, encontramos la teoría de democracia deliberativa, cuyas premisas de moralidad política pretenden justificar las instituciones públicas bajo la idea de que la mejor decisión es aquella que ciudadanos libres e iguales se justifican mutuamente. Este modelo teórico sostiene que quien participa de las reglas de la democracia consiente las decisiones políticas; y sólo cuando esa interacción ciudadano-estado se ha realizado bajo ciertas pautas deliberativas las decisiones institucionales son legítimas. 
A continuación, reconstruiré brevemente algunas objeciones que han enfrentado las posiciones basadas en la idea de consentimiento y democracia, que servirá para luego evaluar la respuesta que el modelo teórico deliberativo brinda al problema de la legitimidad. 

2.1 Problema de generalidad [footnoteRef:2] [2:  Entre la vasta bibliografía que ha criticado la legitimación que acompaña a las tesis democráticas, he elegido desarrollar sólo el problema de generalidad, dejando de lado otros con como por ejemplo: dilema de Pareto, teorema de Condorcet; y más específicamente a la democracia deliberativa: problema de la escala y de las motivaciones. (Parkinson, 2006)] 

Seleme señala dos intuiciones a las que debe dar respuesta toda teoría normativa sobre la legitimidad: el vínculo de generalidad que une al estado con los ciudadanos, y el carácter particular del mismo, que explica porqué dicho lazo vincula a determinados ciudadanos -de un territorio, por ejemplo- y no a otros. (Seleme, 2010)
Las posiciones basadas en el consentimiento responden de manera satisfactoria al problema de la particularidad, ya que sólo quienes prestan su consentimiento a la autoridad pueden reconocerla como legítima. (Seleme, 2010) Esto explica porqué quienes participan voluntariamente en las instancias democráticas de decisión colectiva, y siempre que la misma haya respetado pautas de igualdad y libertad, reconocen la legitimidad de los deberes y derechos que las instituciones les demandan. Sin embargo, diferente conclusión se alcanza respecto del segundo interrogante, el de la generalidad. Seleme sostiene que en sus diferentes versiones, las teorías consensualistas no explican de manera acabada cómo es que todos los ciudadanos de un territorio han consentido la autoridad o han interactuado con ella, dadas las dificultades de manifestar el consentimiento sin debilitarlo. (Seleme, 2010, p. 78) 

2.2 Democracia representativa
Una posible respuesta a este problema es trazado por la concepción de democracia representativa, como forma de gobierno en la que los ciudadanos no participan de forma directa en las instituciones sino que lo hacen por medio de sus representantes. Así, los miembros de una comunidad política pueden sentirse vinculados y reconocerse autores de sus instituciones al tener oportunidad de participar en sus instancias de creación a través de sus representantes. [footnoteRef:3]  [3:  Para precisar el concepto de autoría en las instituciones públicas ver (Seleme, 2010)] 

Toda vez que un ciudadano participa en elecciones, acuerda formar parte de un procedimiento democrático que tiene por objetivo la selección de las personas que reproducirán en las instancias de decisión colectiva sus reclamos y perspectivas. Los electores, si bien no estarán presentes de hecho, en algún sentido lo estarán. (Pitkin, 2009, p. 8) Esto genera nuevas y específicas obligaciones que recaen sobre los representantes, como ser, la actuación en nombre de otros, la publicidad de las razones que justifican sus decisiones y una oportuna rendición de cuentas.[footnoteRef:4] De esta manera, los representados pueden reconocer como propias las decisiones colectivas, ya que sus posiciones han sido consideradas en el debate. [4:  Para un análisis completo del concepto de representación ver “The concept of representation” de (Pitkin, 2009).] 

Dados los límites reales para la participación directa de gran cantidad de ciudadanos en la vida pública –idea sobre la que se asienta el problema de la generalidad- y la urgencia que las decisiones políticas requieren, la representación política se convierte en un ineludible diseño institucional. No obstante, si razones democráticas empujan al pueblo a ser autoridad de las decisiones que lo afectan, entonces un mecanismo de decisión que le relegue una tarea política menor –la participación en elecciones de representantes- debilita la idea de consentimiento o la interacción sobre la que se asienta la legitimidad institucional. La lejanía entre el lugar donde se toman las decisiones públicas y el ciudadano influye en el reconocimiento que éstos tienen sobre las decisiones de las primeras. Es decir, pese a los esfuerzos de la tesis representativa, el problema de la generalidad persiste, y las teorías democráticas pueden fracasar en justificar las decisiones colectivas frente a toda una ciudadanía.

2. Democracia deliberativa representativa
La democracia deliberativa puede ser definida como un procedimiento de toma de decisión colectiva en el que ciudadanos libres e iguales deliberan en un espacio propicio para la argumentación racional y la reflexión, con el objetivo de alcanzar decisiones que puedan mutuamente justificarse.[footnoteRef:5] Esta noción general reconoce los dos principales elementos que constituyen el núcleo del modelo teórico y en los que todos sus defensores parecen acordar, elementos que Elster llama “parte democrática” y “parte deliberativa” de la teoría. (Elster, 2001, p. 21) [5:  La discusión en torno a la justificación procedimental o sustantiva de la democracia ha zanjado opiniones en la teoría deliberativa. Entiendo que es un procedimiento que perfecciona los argumentos que se esgrimen a favor de las decisiones.] 

La primera entiende a la participación de todos los ciudadanos en una decisión como el mejor camino para la toma de decisiones colectivas. Esto sucede cuando son los afectados o interesados quienes tienen la posibilidad de participar en el dictado de las normas y medidas que lo obligarán.[footnoteRef:6] La participación de los individuos en las instancias democráticas previstas bajo ciertas condiciones –deliberativas- funciona como una autorización para que la comunidad política decida y luego pueda obligar a los ciudadanos. (Cohen en Elster, 2001) Así, cualquier asunto que afecte a una comunidad política debe ser sometido al juicio de los ciudadanos y sólo cuando alguien no ha tenido oportunidad de expresar sus preferencias en el debate, tienen buenas razones para reprochar una decisión. [footnoteRef:7] El presupuesto de este primer elemento es concebir a los ciudadanos como agentes autónomos, con capacidad de autogobierno y de acordar con los demás justos principios colectivos.  [6:  Para la discusión en torno al alcance de la noción de afectado ver (Gutmann & Thompson, 1996).]  [7:  Otro interrogante que ha generado discusión entre los deliberativistas es ¿qué se delibera? Una posición plausible  sobre el tema es la de Martí, que excluye de la lista de asuntos que pueden ser sometidos a debate: a) cuestiones no políticas; b) autorestricciones del poder constituyente; y c) cuestiones que se canalizan a través de negociación o voto. (J. L. Martí, 2006, pp. 85-88)] 

La segunda parte del proceso, la deliberativa, reconoce a la argumentación y a la justificación racional de preferencias como el modo en que debe llevarse a cabo el debate. No alcanza con la intervención de cada individuo que pueda reconocer un interés en un asunto público, sino que la misma debe cumplir determinados requisitos referidos al contexto de discusión – imparcialidad, igualdad de oportunidades, libertad- y a la forma de comunicación de los argumentos –reflexiva, racional, abierta-. (J. L. Martí, 2006, pp. 90-96) Esto se sigue de considerar a cada ciudadano como un agente con capacidad moral para argumentar a favor de sus propios intereses, comprender los intereses del otro y acordar decisiones intermedias.
Como resultado, se obtienen decisiones que nadie puede razonablemente rechazar. (Baños, 2006; Clarke & Foweraker, 2001; Gutmann & Thompson, 2004; Gutmann & Thompson, 1996; Held, 2006; J. L. Martí, 2006) Una idea que sirve para explicar esto es la idea de razón pública, que entiende a las decisiones colectivas como aquellas que cualquier individuo en similar posición puede razonablemente comprender. (Gutmann & Thompson, 1996; Scanlon, 1998) Cualquier ciudadano que ingresa en el debate con el objetivo de defender una posición se encuentra obligado a argumentar en dichos términos. Esto garantiza que: por un lado, todos se encuentran obligados al abandono de las preferencias autointeresadas en pos de perspectivas que sintonicen con la idea de bien común[footnoteRef:8]; y por otro lado, que cualquier argumento que cumpla ciertas reglas no será desechado.  [8:  Sobre este punto, también existe un enriquecedor debate ya que si bien la tradición democrática reconoce al procedimiento deliberativo la cualidad de perfeccionar los argumentos y decisiones, se discute la posibilidad de que esto también tenga algún efecto sobre las cualidades morales de los individuos. (Elster, 2001; J. L. Martí, 2006; Pettit, 1997, 2003) (Fearon  en Elster – corregir esta cita)] 

Así, los ciudadanos legitiman las decisiones colectivas al poder reconocerse como participantes del proceso que las ha generado. El grado de legitimidad que reconocemos a una decisión, está dada por el cumplimiento de las instancias del proceso deliberativo que incluyen:
· Condiciones relacionadas con el aspecto democrático: las posiciones de quién han sido incluidas en el debate; qué temas han sido objeto de debate; (Gutmann & Thompson, 2004; Gutmann & Thompson, 1996; J. L. Martí, 2006; S. B. J. L. Martí, 2006; Pettit, 2001, 2003)
· Condiciones relacionadas con la deliberación: debe ser abierto, público, inclusivo y continuo; respetar pautas argumentativas de racionalidad y reciprocidad; darse en un contexto de igualdad y libertad; (Elster, 2001; J. L. Martí, 2006)
· Condiciones asociadas al sistema representativo: responsabilidad individual de electores (Doheny, 2007; Galdós, 2006; J. L. Martí, 2006; Pettit, 1997) y representantes (Besson, 2005; Doheny, 2007; Galdós, 2006; Gutmann & Thompson, 2004; Gutmann & Thompson, 1996; O´Neill, 1998).  
Esta última se desarrolla en un doble plano: en la diaria práctica reflexiva y crítica que deben asumir los ciudadanos y en el diseño institucional propicio para que las inquietudes públicas tengan reales posibilidades de influir en las decisiones finales. En ambos, ciudadanos y representantes interactúan con las instituciones, cuyas decisiones deben ser obedecidas por ser legítimas. 
Esto es posible en un esquema institucional en el que existen:
i. Espacios de participación intermedia que permiten a los electores intervenir en toda ocasión en que crean que los argumentos que justifican las decisiones se apartan de la idea de razón pública; 
ii. Instancias de rendición de cuentas reiteradas, diferentes a la instancia electoral;
iii. Mecanismos de investigación y atribución de responsabilidad a funcionarios; 
Los efectos que un esquema así produce son dos. En primer lugar, un procedimiento de democracia directa garantiza que todos avalen decisiones colectivas, pero se convierte en un lento y oneroso procedimiento de decisión. En cambio, un sistema representativo deliberativo diseña instancias de participación que, sin alejar al ciudadano de la esfera pública, permite alcanzar decisiones con celeridad e igual coste, al ser pocos quienes participan de la deliberación. En segundo lugar, si bien no es el ciudadano quien directamente participa en las decisiones, existen herramientas que empoderan al ciudadano y como resultado una decisión es reconocida por todos como producto de su voluntad. Por esto último, este esquema permite superar el problema de la generalidad. 

3. Conclusiones
Las conclusiones de este trabajo se orientan en defender que el modelo normativo de democracia deliberativa exige, entre otras, un principio de responsabilidad individual como condición de legitimidad. O mejor dicho, para que una estructura institucional sea legitimada, los miembros de una comunidad política deben mantener una actitud responsable frente a ellas. 
Las instituciones sientan las condiciones de posibilidad democrática y deliberativa  para que las decisiones colectivas sean legítimas. Una decisión pública es legítima cuando emana de una institución con procedimiento deliberativo en la que: quienes desempeñan cargos públicos rinden cuentas de sus actos, y justifican dichas decisiones en razones que nadie pueda rechazar; ciudadanos tienen la carga de conocer las decisiones y reprocharlas cuando lo consideren oportuno. Cuando esto sucede, la institución es reconocida como tal por los ciudadanos.
Para algunos estas obligaciones que implica para los ciudadanos –representantes o representados- es excesiva y hasta a veces heroica. Para otros, convierte al modelo en una aspiración ideal, difícilmente alcanzable. Entiendo que no son más que los compromisos que es razonable exigir a cualquier ciudadano cuyos planes de vida deben, para llevarse a cabo, complementarse y compatibilizarse con las posibilidades que permiten los planes de vida de los demás.
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